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En la última entrega de los Temas Públicos 

analizamos los principales aspectos de la 

propuesta de reforma tributaria presentada por 

la ahora candidata presidencial del pacto Nueva 

Mayoría, Michelle Bachelet. En el documento, 

nos referimos a las propuestas que a nuestro 

juicio tendrían un profundo y negativo impacto 

en el ahorro, la inversión y en el crecimiento. En 

esta edición analizamos, desde una perspectiva 

económica y jurídica,  sus restantes propuestas 

relativas a otorgar mayores facultades al 

Servicio de Impuestos Internos (SII), a 

beneficiar supuestamente a las PYMES y otras 

iniciativas relativas a impuestos específicos. 

 

Propuesta: Reformas al SII - codificación 
de una norma general anti elusión 
 

En el documento sobre propuestas de reforma 

tributaria de Michelle Bachelet se plantea: “En los últimos años, el SII ha 

sufrido un estancamiento en su proceso modernizador e incluso un 

retroceso en áreas claves, como la fiscalización y la inversión tecnológica. 

El resultado de esto ha sido un incremento de la tasa de evasión, a niveles 

superiores al 20% en el caso del IVA. Esto, luego que en la década pasada 

estuviera bajo el 10%, cifra comparable con la de los países desarrollados 

con mejor cumplimiento tributario”.  

 

A partir de esta premisa, la candidata justifica las medidas que se 

adoptarían, entre otras, para robustecer al SII. Entre las medidas descritas, 

vale la pena analizar aquella que incorporaría al Código Tributario una 

norma general anti-elusión, la que permitiría sancionar a aquellos 

contribuyentes que incurran en esta práctica “sólo a razones tributarias y 

no por la naturaleza de su actividad económica", sancionando asimismo a 

los asesores tributarios que colaboren en las actividades de elusión”. 

Análisis Propuesta Tributaria de           
Michelle Bachelet: PYMES y SII 

 
Los planteamientos de la propuesta 

tributaria de la candidata Michelle 

Bachelet que apuntan a robustecer el 

Servicio de Impuestos Internos para 

evitar elusión y evasión, se basan en el 

uso de herramientas a lo menos 

discutibles. Otras medidas calificadas 

como pro PYMES, que van más bien 

dirigidas a simplificar el sistema 

tributario, pueden resultar limitantes 

para éstas y no constituyen una ventaja 

significativa respecto al régimen 

general que se plantea. 
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Sobre el argumento de base es preciso mencionar que de acuerdo a cifras 

del Ministerio de Hacienda y el Servicio de Impuestos Internos, en los 

últimos años la evasión ha retrocedido. A mayo de 2012, la tasa de 

evasión del IVA había bajado tres puntos, llegando a un 20% (de un 23% a 

fines del Gobierno de Bachelet), acumulando mayores ingresos fiscales 

por US$ 615 millones y un total de US$ 1.247 millones, sumando el efecto 

IVA e Impuesto a la Renta1. 

 

Las cifras anteriores dan cuenta de lo relevante de realizar esfuerzos 

continuos para combatir la evasión. Ésta limita la capacidad recaudadora 

del Estado y el desarrollo de las políticas públicas a ser financiadas con 

tales recursos. Minimizar el fraude y la evasión fiscal constituye una 

alternativa real a subir impuestos, dados los ingresos extraordinarios que el 

Fisco podría percibir por este concepto. Para combatir la evasión, la 

literatura y la experiencia señalan que hay dos dimensiones principales a 

abordar: la acción fiscalizadora, unida a las sanciones contempladas por la 

legislación tributaria, y la simplicidad de la estructura tributaria2.  

 

En relación a la fiscalización, una buena política pública debiera tender a 

incorporar mayor tecnología y herramientas de control e información para 

el fiscalizador. En materia de sanciones, la seriedad de éstas debiera ser 

tal que inhiban el comportamiento evasor, siendo esencial que su 

aplicación no se distancie de la comisión de la infracción para que se 

produzca el efecto disuasivo. A su vez, medidas tendientes a reducir la 

opacidad y que permitan un más eficiente intercambio de información y 

colaboración administrativa (con el debido resguardo de los derechos de 

las personas y de sus datos), cooperan con la tarea fiscalizadora de la 

autoridad tributaria. En relación a la simplicidad, la mayor complejidad de la 

estructura tributaria -por ejemplo, en la forma de tasas diferentes, 

exenciones, tratos especiales, franquicias- puede prestarse para entrabar 

la acción fiscalizadora de la autoridad.   

 

Sin embargo, en nuestro concepto no puede confundirse evasión con 

elusión, entendida ésta (con referencia a impuestos) como aquellas 

conductas legales y racionales, como la abstención y el ahorro tributario, 

que tienen por fin evitar la configuración del hecho gravado o realizar uno 

con una menor carga impositiva3. La candidata Bachelet propone codificar 

una norma general anti-elusión, con una técnica que se conoce como la 

doctrina de la “sustancia económica sobre forma”. Esto permitiría 

sancionar a aquellos que realicen transacciones sólo por razones 

tributarias y no por razones económicas4. Lo anterior supone prescindir del 

acto jurídico a la hora de calificar los negocios u operaciones, para buscar 

su verdadera motivación económica. Así, lo que perseguiría es efectuar un 

pormenorizado examen del objetivo real de la transacción, de manera de 

que la operación se consideraría válida para efectos tributarios si ella 

produce beneficios económicos para las partes, además de un efecto fiscal 

o con prescindencia de éste. 
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La propuesta resulta muy compleja y altamente discutible. Una norma de 

estas características5, no distinguiría, dada su dificultad, a quienes abusan 

de las normas jurídicas de quienes legítimamente sólo están haciendo un 

uso racional de los instrumentos tributarios disponibles, generando una 

indefinición no deseada. El dilema consistirá en determinar si el hecho de 

que los contribuyentes recurran a estructuras jurídicas distintas constituye 

o no una conducta antijurídica6, existiendo un juicio de valor a la ley vigente 

consistente en que no se pagarían los tributos que el SII estima que se 

tendrían que pagar.  

 

Este tipo de normas se estructuran generalmente invirtiendo la carga de la 

prueba, traspasándola al contribuyente, correspondiéndole a éste probar la 

buena fe con la que actuó. Esto altera las reglas generales de nuestro 

ordenamiento jurídico y resulta en una carga tremendamente gravosa. 

Debido a la indefinición de la que hablábamos antes, se produce además 

inseguridad jurídica generando inmovilización en materia de transacciones, 

negocios, inversión, etc., que son la fuente generadora de los tributos, 

pudiendo llegar a disminuir por ende la recaudación. Ello, pues cualquier 

forma de planificación tributaria legítima que signifique un ahorro puede 

terminar por convertirse en algo antijurídico. Lo cierto es que nadie tiene la 

obligación de elegir el camino más gravoso para sus intereses, y la 

jurisprudencia de diversos países ha consagrado el derecho de los 

contribuyentes a la elección de las formas jurídicas más benéficas 

tributariamente para los mismos7. En otro orden de ideas, cuando se 

modifica la legislación para acabar con la elusión (entendida 

negativamente), puede ocurrir otro efecto, esto es, que se eleve la carga 

tributaria, por cuanto se está extendiendo un tributo a hechos que no 

estaban legalmente gravados. No está demás mencionar que normas 

como éstas conceden un inmenso poder a la autoridad tributaria. 

 

Quienes abusan del derecho deben ser sancionados y se deben buscar 

soluciones efectivas para desincentivar estas conductas. Sin embargo, 

resulta imperativo que el análisis se haga con una mirada comprensiva de 

todos los objetivos y principios que interesa resguardar, con el fin de 

incorporar soluciones que no impacten adversamente otros bienes 

jurídicos o económicos igualmente deseables.  

 

Propuestas "Pro PYMES" 

 

Tras el primer anuncio que efectuó la candidata Bachelet relativo al alza 

del impuesto de primera categoría, surgieron inquietudes sobre los efectos 

que tal medida tendría para las PYMES. La preocupación se acrecentó al 

añadirse la propuesta de tributación de los socios en base devengada, 

conocida como la eliminación del FUT. Ello, pues de concretarse tales 

medidas, las PYMES deberán destinar mayores recursos al pago de 

impuestos, perdiendo liquidez, debiendo buscar financiamiento para 

solventar capital de trabajo y obligaciones financieras. Si tales recursos se 
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consiguen a través de endeudamiento, estarían afectos además a una tasa 

de impuesto de timbres y estampillas mayor a la actual, conforme ha 

propuesto la candidata. Ante este escenario, se incluyeron en sus 

propuestas algunas medidas supuestamente pro PYMES: 

 

• Ampliar el beneficio del actual artículo 14 ter de la LIR (sistema de 

tributación simplificado) a todas las empresas con ventas anuales 

inferiores a 14.500 UTM, sean empresas individuales o personas jurídicas, 

e independiente de sus obligaciones respecto del IVA. Esta propuesta iría 

de la mano de la eliminación de los regímenes contemplados en el 14 bis, 

14 quáter y el de renta presunta. 

 

• Cambio de sujeto para el pago de IVA, de manera que las grandes 

empresas, que realicen compras a plazo a sus proveedores (PYMES), 

serán las responsables de pagar una proporción del IVA de dichas 

operaciones. 

 

El artículo 14 ter ofrece, en resumen, los siguientes beneficios: Deducción 

inmediata como gastos de las inversiones y los inventarios; ahorro de 

costos al permitir una contabilidad simplificada; y una tasa fija de PPM en 

0,25% de las ventas brutas anuales. 

 

Aún cuando se amplíe el umbral de aplicación del artículo 14 ter y los 

contribuyentes susceptibles de acogerse a él, parece observase más un 

propósito de simplificar nuestro sistema tributario que de beneficiar a las 

PYMES. En primer lugar, la propuesta deja sin efecto regímenes que hoy 

permiten a los contribuyentes pequeños hacer menos gravosa su carga 

tributaria, restando así libertad de elección, sin que necesariamente el 

régimen que se propone que permanezca vigente resulte en un sustituto 

perfecto de los otros. Por ejemplo, el artículo 14 quáter de la LIR (que se 

propone eliminar) permite una exención del impuesto de primera categoría 

hasta 1.440 UTM de rentas. Además, el artículo 14 bis, que también 

desaparecería, da la posibilidad de pagar el impuesto de primera categoría 

sólo si se efectúan retiros de la sociedad. Si bien el 14 ter es un régimen 

atractivo, si finalmente se instala, “a cambio del FUT”, un régimen de 

depreciación inmediata aplicable a todas las empresas, pareciera que el 14 

ter perdería tal atractivo, en este aspecto al menos, desde el momento en 

que el régimen de depreciación instantánea esté disponible para todas las 

empresas. Si bien es positivo el hecho que se amplíe el límite del 14 ter a 

14.500 UTM8 y los sujetos que podrán acogerse a él (aún incierto), ello 

parece estar fundado en dar acogida a las demás empresas que deban 

migrar de los regímenes hoy vigentes (el 14 quáter tiene un límite mayor 

de 28.000 UTM) aún cuando apuntan a objetivos diversos.  

 

La propuesta de cambio de sujeto para el pago de IVA buscaría resolver el 

problema financiero que genera este pago a los proveedores pequeños 

(por el descalce en el pago de su factura). Sin embargo, surgen diversas 
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interrogantes. Las PYMES son sujetos de IVA, debiendo enterar el IVA 

(débito) de sus ventas, beneficiándose del crédito IVA asociado a las 

compras de sus insumos. Con el cambio de sujeto propuesto, que además 

es parcial (“será para una proporción del IVA”), ¿Cómo usará la PYME el 

crédito asociado? ¿Se le permitirá un uso de inmediato del mismo? ¿Del 

total del crédito o de la parte que en proporción se trasladó? Para que sea 

un real alivio para las PYMES, debiera preverse un mecanismo en tal 

sentido y la propuesta guarda total silencio al efecto. Más aún, resulta 

ingenuo, incluso habiéndose aclarado los puntos anteriores, suponer que 

la totalidad del beneficio financiero producto de este cambio de sujeto será 

enteramente aprovechado por la PYME. La obligación que se le impone a 

la empresa grande, sin duda llevará a una renegociación de los contratos 

con sus proveedores. Así no resulta obvio a priori cuánto sería el beneficio 

real de la medida para los proveedores PYMES. 

 

Otras medidas impositivas  
 

• Medio ambiente: “Como una forma de desincentivar la compra de 

vehículos particulares que utilizan petróleo diesel y también aquéllos de 

alta cilindrada, se propone establecer un impuesto proporcional a la 

misma, que se pagaría anualmente junto con el permiso de circulación, 

diferenciado según el combustible utilizado”, señala la propuesta de 

Bachelet. 

 

Establecer un impuesto a la cilindrada no parece una contribución. Motores 

con mayor cilindrada suelen utilizar más combustible y, consecuentemente, 

ya estarían sujetos a una mayor tributación. De hecho, si el objetivo de 

este gravamen es combatir la contaminación y no las otras externalidades 

que el uso de combustible vehicular acarrea, probablemente el impuesto 

adicional más adecuado tendría que tener relación con los niveles de 

emisión de los vehículos y no con sus cilindradas ya que este es sólo uno 

de los factores a considerar como proxy de la externalidad ambiental de 

cada vehículo (tecnología y antigüedad serían también candidatos). Aplicar 

tasas adicionales sobre la cilindrada sería equivalente a imponer un 

impuesto al lujo, lo que no estaría alineado con el objetivo de la propuesta 

y constituiría un retroceso en nuestro sistema impositivo, en cuanto dicho 

impuesto ya fue eliminado por carecer de racionalidad económica.   

 

Sí sería razonable un emparejamiento de los impuestos específicos de 

diesel y bencina, considerando que la externalidad negativa que su uso 

genera resulta bastante similar. El diesel no debiera tener una menor tasa 

de impuesto específico que la gasolina, igualándose ambas en al menos 

los actuales 6 UTM por metro cúbico de la bencina. Tampoco debieran 

existir devoluciones al trasporte de carga, ya que no existe justificación 

alguna desde el punto de vista de la externalidad para este tratamiento 

especial; y aunque naturalmente se traspase al costo de transporte, es 
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correcto que así sea y que los insumos productivos reflejen el verdadero 

costo que le imponen a la sociedad.    

 

• Impuesto al diesel: La propuesta dice: “El uso de petróleo diesel en la 

industria también genera efectos negativos por la contaminación que 

producen. Por ello, se eliminará la devolución del impuesto al diesel para la 

industria. Esta medida también operará como una forma de estimular el 

cambio hacia tecnologías limpias. Las PYMES no serán incluidas en esta 

modificación”.  

 

Conforme al objetivo medioambiental, tiene sentido no hacer excepciones, 

ni con los camiones ni con las industrias. No obstante, hay que recordar 

que las segundas han tomado medidas de mitigación y compensación con 

el objeto de obtener sus respectivas aprobaciones ambientales, de modo 

que ya han asumido el costo de sus externalidades. El ideal sería un 

sistema de impuestos al consumo de combustibles asociado a la 

contaminación que genera su uso, sin excepciones ni privilegios que 

beneficien a unas actividades por sobre otras. Ahora bien, si el objetivo es 

además evitar el exceso de congestión y financiar inversiones en caminos 

y carreteras dañadas, tiene sentido que haya una proporción del impuesto 

que sea devuelta a las industrias que no generan ese perjuicio.  

 

• Impuestos correctivos: “Proponemos reemplazar el actual impuesto a 

las bebidas alcohólicas por un impuesto específico, igual a 20 UTM por 

cada 100 litros de alcohol puro incluido en cada tipo de bebida. Esta tasa 

se encuentra en torno al promedio de las establecidas en los países de la 

OCDE. Además, proponemos reemplazar el actual impuesto a los 

cigarrillos por un impuesto específico por cantidad, que mantenga la 

recaudación en su nivel actual. La medida resulta ser un claro desincentivo 

al consumo y es una forma de aportar a la salud pública desde los 

impuestos”, señala la propuesta de la candidata. 

 

Los impuestos al alcohol y al tabaco deben considerarse, más allá de su 

capacidad recaudatoria, como instrumentos para reducir su consumo 

considerando las externalidades que generan. 

 

La necesidad de gravar el alcohol es función de las externalidades que su 

consumo genera. De acuerdo a datos de la Organización Mundial de la 

Salud (OMS), el consumo promedio de alcohol puro en Chile, contenido en 

diferentes proporciones en las bebidas alcohólicas, es de 8,6 litros anuales 

para los mayores de 15 años, bastante por sobre el promedio mundial. Se 

trata de una medida muy acertada, ya que el impuesto que se aplique 

sobre las bebidas alcohólicas debe ser función del componente mismo que 

genera la externalidad. Así, éste debe ser un monto fijo de dinero por masa 

o volumen de alcohol puro contenido en la bebida. Este impuesto unitario, 

en comparación con el impuesto ad valorem que se aplica hoy, evita la 

posibilidad de sustituir hacia alcoholes de menor calidad; no se grava 
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injustificadamente productos de mayor precio; y se establece una relación 

directa entre contenido alcohólico e impuesto, algo que apenas se da en el 

sistema actual, donde el vino y la cerveza están sujetas a una tasa ad 

valorem del 15% y los destilados de mayor graduación a una del 27%.  

 

Los argumentos para gravar el tabaco son diferentes a los del alcohol: 

respecto a las externalidades, la preocupación son los fumadores pasivos 

y, en alguna medida, los fumadores mismos. En cuanto a la adicción y las 

conductas irracionales, el énfasis está en los menores porque ellos 

presentarían elasticidades mayores a las de los adultos fumadores y por la 

alta persistencia en aquellos que adquieren el hábito cuando jóvenes. Por 

último, la bajísima elasticidad de los adultos adictos los convertiría en 

candidatos ideales desde un punto de vista recaudatorio, pero que desde 

un punto de vista de política pública no parece razonable. La magnitud de 

la externalidad negativa se relaciona con la cantidad de cigarrillos 

comprados y no con el valor de los mismos, por lo que un impuesto unitario 

por cajetilla o número de cigarrillos sería lo más adecuado. El impuesto 

cobrado en Chile es prácticamente en su totalidad ad valorem, y fue recién 

en la Ley 20.455 que se le introdujo un leve componente fijo de 0,0000675 

UTM por cigarrillo (aproximadamente 2,7 pesos por unidad a enero de 

2013), el cual posteriormente se volvió a aumentar a 0,000128803 UTM 

(5,15 pesos) por cigarrillo con la Ley 20.630 de 2011.  

 

La OMS calculó para 2010 la contribución de todos los impuestos 

aplicables al precio minorista de la marca de cigarrillos más popular para 

una serie de países. Para Chile, se estimó una tasa de 76% en línea con la 

mayoría de los países desarrollados y superior al promedio de la OCDE de 

73%. De lo anterior, y debido a la poca claridad que existe respecto a la 

magnitud de las externalidades que el cigarrillo genera, pareciera que el 

nivel actual se encuentra dentro de lo razonable, por lo que la medida que 

debiese aplicarse es la migración hacia un impuesto unitario por cigarrillo o 

cajetilla que mantuviera los niveles del gravamen.  

 

• Impuesto de timbres y estampillas: “Aumentaremos en el plazo de 

dos años el impuesto de Timbres y Estampillas, desde el actual 0,4% a 

0,8%. Se mantiene la situación actual para las PYMES, las que pueden 

recuperar el impuesto descontándolo de su pago de IVA mensual", dice la 

propuesta. 

 

Se considera un impuesto anacrónico, que se origina como fuente 

adicional de recaudación y que encarece las operaciones de crédito para 

empresas y para personas. Éste ha ido disminuyendo durante los últimos 

años y parece un contrasentido volver a aumentarlo, por lo que se 

considera una medida negativa. Más aún, un proyecto de ley (Boletín 

8874-05) hoy en primer trámite constitucional que también instaura el uso 

obligatorio de factura electrónica pretendía rebajarlo aún más, y aunque el 

artículo que hacia esto último fue rechazado, se ha anunciado que será 
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repuesto por el Ejecutivo. El Gráfico N° 1 ilustra la reducción que ha 

teniendo este tributo. 

 

Gráfico Nº 1 

COMPORTAMIENTO DEL IMPUESTO DE TIMBRES Y ESTAMPILLAS 

 

   Fuente: Elaboración propia de LyD  sobre la base de las Leyes de Presupuesto. 

 

• Exención Normal de los Retornos: “Eximiremos de impuestos a las 

personas por las ganancias percibidas con el ahorro que realicen en 

instrumentos financieros, hasta un tope correspondiente a rentabilidad de 

instrumentos sin riesgo. De esta forma, se premia el ahorro al que acceden 

normalmente las personas de ingresos medios”.  

 

Una forma de fomentar el ahorro en las personas, considerando las 

distorsiones que existen y acercando, aunque tímidamente, la tributación 

de las personas a un impuesto en base al consumo, es considerar una 

exención por el retorno del ahorro que realizan las personas. Esto 

resultaría positivo, pero tiene  demasiadas limitaciones ya que sólo incluye 

el retorno libre de riesgo, perjudicando las alternativas de mayor retorno y 

riesgo, en que las personas realmente ahorran. Por lo tanto, aunque la 

intención es acertada, este constituiría un incentivo bastante limitado. Por 

ejemplo, si se considera a los Bonos del Banco Central en UF a 10 años 

(BCU-10) como “tasa libre de riesgo” y como en la actualidad el ahorro 

previsional obligatorio de los contribuyentes no forma parte de la base 

imponible, sólo se aplicaría esta exención sobre la parte no previsional del 

ahorro.  
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 Minimizar el fraude y la evasión fiscal constituye una alternativa 

real a subir impuestos, dados los ingresos extraordinarios que el 
Fisco podría percibir. Sin embargo, la propuesta resulta muy 
compleja y discutible. Una norma de estas características no 
distinguiría a quienes abusan de las normas jurídicas, de quienes 
legítimamente sólo están hacen uso racional de los instrumentos 
tributarios disponibles, generando una indefinición no deseada. 

  Las PYMES deberán destinar mayores recursos al pago de 
impuestos, perdiendo liquidez, y además deberán buscar 
financiamiento para solventar capital de trabajo y obligaciones 
financieras. Si estos recursos se consiguen a través de 
endeudamiento, estarían afectos a una tasa de impuesto y 
estampillas mayor a la actual. 

 

                                            
1
 La evasión del IVA reduce también el monto declarado de utilidades y, por ende, la 

base imponible del impuesto de primera categoría. En consecuencia, se estima que por 
cada $ 100 de evasión de IVA, se producen a su vez $ 89 de evasión en impuesto a la renta 
con una tasa de 17% (aplicada en 2010) y $ 105 con una tasa de 20% (vigente en 2011). 

2
  Otros factores son la eficiencia de la administración tributaria y la aceptación del 

sistema tributario (destino de los impuestos, moderación de la carga, etc.). 
3
  En este sentido, la distinguimos de aquellas conductas dolosas que tienen como 

fin evitar el nacimiento de una obligación tributaria, valiéndose para ello de fraude de ley, de 
abuso de derecho o de cualquier otro medio ilícito que no constituya infracción o delito. 

4
 Recientemente (2010) se incorporó por primera vez al Código Tributario de los 

Estados Unidos una norma general anti-abuso, que tuvo por objeto unificar la jurisprudencia 
en la materia. No obstante, la reforma terminó por recoger una de las versiones más 
extremas de la doctrina de la sustancia sobre forma, en el sentido que los beneficios 
fiscales de la operación no serán aplicables si la operación no posee sustancia económica y 
carece de una finalidad de negocios (cúmulo de tests).  

5
 Nuestra legislación tributaria contempla cierta regulación al efecto, algunas 

catalogadas por la doctrina como normas anti evasión y otras anti elusión (siendo discutible 
a nivel doctrinario su calificación como normas contra la evasión o contra la elusión). En 
todo caso, la regulación es en forma concreta y caso a caso. Entre otras puede citarse el 
Art. 64 del Código Tributario, sobre tasación de la base imponible en que se erige como una 
figura de características especiales la legítima razón de negocios del Art. 64 del Código 
Tributario; la regulación sobre precios de transferencia en la LIR, en que se habla de 
transacciones a “precios normales de mercado”, o las normas sobre “Thin capitalization 
rules”, también de la LIR, etc. Otro tanto ocurre con normas dictadas a la luz de Convenios 
de Doble Tributación Internacional, por ejemplo la Circular Nº 57 de 2009 del SII. 

6
  La proposición de que ha de prevalecer la esencia sobre la forma es una creación 

de la jurisprudencia norteamericana de los años 30. Se trata de una técnica jurisprudencial 
anti-elusiva propia de los sistemas del common law. Esta teoría ha sido recogida por 

algunos Estados continentales europeos, como Francia y Alemania, sobre todo en materias 
de convenios de doble tributación internacional. 

7
  En el caso chileno puede revisarse el fallo de la Corte Suprema “Sociedad Bahía 

Mansa con SII”, causa Rol 4038-2001. 
8
  Hoy en 5.000 UTM. 

En breve… 


